
E
s 

co
pi

a 
au

té
nt

ic
a 

de
 d

oc
um

en
to

 e
le

ct
ró

ni
co

 Consejería de Economía, Hacienda, Fondos 
Europeos y Diálogo Social 
Agencia de la Competencia y de la Regulación 
Económica de Andalucía 

INFORME LGUM 8/2026, EN EL MARCO DEL PROCEDIMIENTO DE INFORMACIÓN DE 
OBTÁCULOS O BARRERAS A LA UNIDAD DE MERCADO DEL ARTÍCULO 28 DE LA LEY 20/2013, 
DE 9 DE DICIEMBRE, DE GARANTÍA DE LA UNIDAD DE MERCADO (28/26008 Despliegue fibra 
óptica. Nerja)  

Ref. LGUM/28/08/26 

1. ANTECEDENTES 

El 18 de marzo de 2026, la Secretaría para la Unidad de Mercado (SECUM) recibió un escrito de un operador 
económico en el que se informaba sobre la posible existencia de obstáculos o barreras a la unidad de 
mercado, conforme al procedimiento previsto en el artículo 28 de la Ley 20/2013, de garantía de la unidad 
de mercado (LGUM), en el ámbito de la instalación de infraestructuras de redes públicas de comunicaciones 
electrónicas y la prestación de servicios de telecomunicaciones en la localidad de Nerja (Málaga). 

El 19 de marzo de 2026, la SECUM trasladó dicha documentación a la Agencia de la Competencia y de la 
Regulación Económica de Andalucía (ACREA), como punto de contacto de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, para que, en su caso, emitiera las observaciones pertinentes en virtud del artículo 28.4 de la 
LGUM. 

Del análisis de la documentación obrante en el expediente se desprenden los siguientes antecedentes: 

• Con fecha 16 de noviembre de 2023, el informante presentó ante el Ayuntamiento de Nerja una
solicitud de autorización de Plan de Despliegue de Red de Fibra Óptica, junto con declaración
responsable para su ejecución. 

• El 18 de diciembre de 2023, se le notificó requerimiento para que la solicitud fuera tramitada como 
licencia de obra menor, con aportación del justificante del pago de la Tasa de Inspección
Urbanística. Dicho requerimiento fue contestado el 3 de enero de 2024, indicando la entidad
interesada que la actuación no tenía la consideración de obra menor, sino que se correspondía con 
la autorización de un Plan de Despliegue de fibra óptica. 

• Con fecha 10 de junio de 2024, se le notificó informe técnico desfavorable, en el que se señalaba
que el Plan de Despliegue de Fibra Óptica FTTH presentado no cumplía las instrucciones técnicas
municipales para el despliegue de fibra óptica en el término municipal de Nerja, reiterándose la
necesidad de tramitación como licencia de obra menor, e indicándose que la ejecución del plan no 
podía realizarse mediante declaración responsable sin autorización previa. El informante
respondió el 9 de julio de 2024, aportando documentación gráfica adicional, reiterando las
alegaciones previamente formuladas y solicitando la aprobación del Plan de Despliegue conforme 
a lo dispuesto en el artículo 49.9 de la Ley 11/2022, de 28 de junio, General de Telecomunicaciones. 

• El 26 de agosto de 2024, el informante recibió nuevamente el requerimiento formulado el 18 de
diciembre de 2023. Mediante escrito de 9 de diciembre de 2024, indicó que ya había respondido con 
anterioridad, aportando nuevamente la documentación presentada. 

• Con fechas 3 y 9 de diciembre de 2024, se notificó un segundo informe técnico desfavorable, en el 
que se indicaba que la documentación presentada no podía considerarse un Plan de Despliegue
por no incorporar las condiciones técnicas y gráficas necesarias para identificar las infraestructuras 
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previstas. En respuesta, el 3 de enero de 2025 se aportó documentación gráfica detallada de las 
actuaciones previstas, así como el Presupuesto de Ejecución Material, reiterándose asimismo la 
normativa aplicable en relación con el uso de cruces aéreos preexistentes y despliegues en fachada. 

• El 27 de enero de 2025, se notificó un tercer informe técnico desfavorable, insistiendo en la
necesidad de tramitar la actuación como licencia de obra menor para la emisión de los restantes
informes necesarios. Asimismo, se consideró preciso modificar la documentación gráfica aportada 
al no contemplar el planeamiento urbanístico ni las posibles afecciones a carreteras o al dominio
público hidráulico, entre otras cuestiones. El operador manifestó que la actuación no comportaba 
la realización de obra civil en dominio público, que se limitaba a suelo urbano y que no afectaba a 
edificaciones del patrimonio histórico-artístico con la categoría de bien de interés cultural, por lo
que entendía procedente la autorización del Plan de Despliegue para su ejecución mediante 
declaración responsable. 

• Posteriormente, tuvo lugar una reunión entre el Ingeniero Técnico Industrial autor de los informes 
técnicos desfavorables y representantes de la entidad informante, con el objeto de analizar la
situación del expediente. Tras dicha reunión, y al no continuarse la tramitación, se solicitó la
suspensión de la tramitación y resolución del expediente a fin de aportar la documentación gráfica 
requerida por los Servicios Técnicos municipales. 

• El 9 de abril de 2025, se había presentado solicitud de licencia para la ejecución de la Fase 1 del Plan 
de Despliegue, relativa a canalizaciones subterráneas, interiores de edificios e infraestructuras
comunes de telecomunicaciones (ICT), acompañada del correspondiente proyecto técnico y
certificado colegial. 

• El 26 de junio de 2025 se notificó un nuevo informe técnico desfavorable, al considerarse que, pese 
a tratarse de un despliegue subterráneo, persistían referencias a despliegues aéreos y por fachada, 
solicitándose además la aportación de un presupuesto de ejecución material desglosado con
mediciones, así como del Acuerdo Marco con el operador propietario de las infraestructuras. La
respuesta fue registrada el 16 de julio de 2025, aportándose la documentación solicitada y la
resolución de la CNMC acreditativa de la inscripción de la interesada en el Registro de Operadores. 

• Finalmente, el 9 de octubre de 2025 se notificó un quinto informe técnico desfavorable en relación 
con la solicitud de licencia para la ejecución de la Fase 1 del Plan de Despliegue, en el que se
indicaba la necesidad de una valoración jurídica previa y se concedía un plazo de un mes para
subsanar las deficiencias señaladas. Mediante escrito registrado el 5 de noviembre de 2025, la
interesada solicitó que se realizaran las actuaciones necesarias para la concesión de la licencia
urbanística solicitada. 

Desde ese momento, no consta que se haya dictado resolución expresa sobre el expediente, una
vez transcurrido el plazo de tres meses desde la presentación de las últimas alegaciones, en
relación con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, así como en la normativa sectorial
aplicable. 

El informante expone que la actuación del Ayuntamiento de Nerja en relación con la solicitud de aprobación 
del Plan de Despliegue se ha materializado en la imposibilidad de obtener una resolución expresa, pese a 
haber transcurrido el plazo legalmente establecido desde su presentación. A su entender, dicha falta de 
resolución constituiría una barrera u obstáculo a la unidad de mercado, en la medida en que impide el 
ejercicio efectivo de la actividad económica vinculada al despliegue de infraestructuras de 
telecomunicaciones. Asimismo, considera que esta situación resulta contraria a los principios de necesidad 
y proporcionalidad previstos en los artículos 5 y 17 de la LGUM, al traducirse en una restricción no justificada 
ni motivada mediante acto administrativo expreso. 
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2. CONTEXTO NORMATIVO SECTORIAL 

Atendiendo a la materia particular sobre la que versa el presente procedimiento de información, se cita a 
continuación, sin ánimo de exclusividad, la siguiente normativa aplicable. 

2.1. Normativa europea 

En el ámbito europeo, resulta de aplicación el Reglamento (UE) 2024/1309 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 29 de abril de 2024, relativo a la reducción de los costes asociados al despliegue de redes de 
comunicaciones electrónicas de gigabit, que modifica el Reglamento (UE) 2015/2120 y deroga la Directiva 
2014/61/UE (Reglamento de la Infraestructura de Gigabit). 

El artículo 7 regula los procedimientos para la concesión de permisos y derechos de paso. En particular, su 
apartado 51 establece que las autoridades competentes deberán conceder o denegar los permisos en el 
plazo de cuatro meses desde la recepción de la solicitud completa, debiendo además verificar la 
completitud de la solicitud en un plazo de veinte días hábiles. Asimismo, se prevé que cualquier denegación 
deberá basarse en criterios objetivos, transparentes, no discriminatorios y proporcionados, y que las 
eventuales prórrogas deberán estar debidamente justificadas y ser de duración limitada. 

2.2. Normativa estatal 

De acuerdo con el artículo 149.1 de la Constitución española, corresponde al Estado la competencia 
exclusiva en materia de comunicaciones, correos y telecomunicaciones. Asimismo, dentro de las 
competencias transversales previstas en dicho precepto, se incluyen la regulación de las condiciones 
básicas que garantizan la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de sus derechos y deberes 
constitucionales, así como las bases y la coordinación de la planificación general de la actividad económica. 

Sobre esta base, y en desarrollo de las Directivas comunitarias aplicables al ámbito de las 
telecomunicaciones, se aprobó la Ley 11/2022, de 28 de junio, General de Telecomunicaciones (LGTel). Su 
Preámbulo establece que las Administraciones públicas deben prever en su planeamiento urbanístico la 

1 “Las autoridades competentes concederán o denegarán los permisos, a excepción de los derechos de paso, en el plazo de 
cuatro meses desde la fecha de recepción de la solicitud de permiso completa. 
Las autoridades competentes determinarán si la solicitud de permiso o derecho de paso está completa en un plazo de veinte 
días hábiles a partir de su recepción. Las autoridades competentes invitarán al solicitante a presentar cualquier información 
que falte dentro de dicho plazo. La determinación por parte de la autoridad competente de que la solicitud de permiso está 
completa no suspenderá ni interrumpirá el plazo total de cuatro meses para el examen de la solicitud de permiso, que comenzará 
a contar desde la fecha de recepción de la solicitud completa. 
Los párrafos primero y segundo se entenderán sin perjuicio de otros plazos u obligaciones específicos establecidos en el Derecho 
de la Unión o en el Derecho nacional conforme al Derecho de la Unión para la correcta tramitación del procedimiento que sean 
aplicables al procedimiento de concesión de permisos, incluidos los procedimientos de recurso, y sin perjuicio de las normas que 
concedan al solicitante derechos adicionales o que tengan por objeto garantizar la mayor rapidez posible en la concesión de 
permisos. 
Los Estados miembros establecerán y publicarán, de antemano, a través del punto de información único los motivos por los que 
la autoridad competente podrá, de oficio y en circunstancias excepcionales y debidamente conforme al Derecho de la Unión, 
para la correcta tramitación del procedimiento que sean aplicables al procedimiento de concesión de permisos, incluidos los 
procedimientos de recurso. 
Toda prórroga será lo más breve posible y no superará los cuatro meses, excepto cuando sea necesario para cumplir otros plazos 
u obligaciones específicos, establecidos por el Derecho de la Unión o el Derecho nacional conforme al Derecho de la Unión, para 
la correcta tramitación del procedimiento que sean aplicables al procedimiento de concesión de permisos, incluidos los
procedimientos de recurso. 
No podrá solicitarse una prórroga para obtener la información faltante que la autoridad competente no haya solicitado al
solicitante con arreglo al párrafo segundo. 
La denegación de un permiso o un derecho de paso habrá de justificarse debidamente atendiendo a criterios objetivos,
transparentes, no discriminatorios y proporcionados”. 
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adecuada dotación de infraestructuras de telecomunicaciones y garantizar el acceso de los operadores a 
infraestructuras públicas y lineales —como electricidad, gas, agua o transporte—, fomentando 
procedimientos ágiles mediante el régimen general de declaración responsable. 

La Ley también articula mecanismos de cooperación entre el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital y las Administraciones públicas, con el fin de facilitar el despliegue y explotación de 
redes de comunicaciones electrónicas. En coherencia con ello, el artículo 2.1 declara que las 
telecomunicaciones constituyen un servicio de interés general prestado en régimen de libre competencia. 
El artículo 3, por su parte, fija entre sus objetivos fomentar la competencia efectiva y sostenible, evitando 
restricciones injustificadas y promoviendo la innovación, la calidad y la diversidad de servicios. Asimismo, 
promueve el despliegue de redes de muy alta capacidad —fijas, móviles o inalámbricas— en condiciones de 
igualdad y no discriminación. 

De acuerdo con el artículo 5.1, la explotación de redes y la prestación de servicios de comunicaciones se 
desarrollan en régimen de libre competencia, previa inscripción en el Registro de operadores previsto en el 
artículo 7. 

En relación con el despliegue de infraestructura, el artículo 44 reconoce el derecho de los operadores a 
ocupar la propiedad privada cuando resulte estrictamente necesario para la instalación, despliegue o 
explotación de la red, y siempre que no existan alternativas técnica o económicamente viables. Esta 
ocupación podrá hacerse mediante explotación forzosa o mediante la declaración de servidumbre de paso. 

Por su parte, el artículo 45 reconoce el derecho de los operadores a ocupar el dominio público necesario 
para el establecimiento de redes públicas de comunicaciones electrónicas, debiendo garantizarse el acceso 
en condiciones objetivas, neutrales, transparentes y no discriminatorias, sin que puedan otorgarse 
derechos exclusivos ni utilizar procedimientos de licitación. 

En cuanto a la libertad de instalación y al establecimiento de límites por parte de las Administraciones 
públicas, el artículo 49 dispone que todas ellas deben colaborar para asegurar el despliegue de redes 
públicas de comunicaciones electrónicas, consideradas equipamiento básico y obras de interés general. 
Asimismo, la normativa y el planeamiento territorial o urbanístico deben reconocer el derecho de 
ocupación del dominio público y privado, evitando restricciones absolutas o desproporcionadas y 
absteniéndose de imponer soluciones tecnológicas o ubicaciones concretas, salvo que existan razones 
justificadas de medio ambiente, seguridad pública u ordenación territorial, y siempre ofreciendo 
alternativas viables. 

El mismo artículo, en su apartado 6, exige que los procedimientos sean rápidos, sencillos, eficientes y no 
discriminatorios, estableciendo un plazo máximo de cuatro meses para resolver las solicitudes de 
ocupación, reduciéndose a tres meses para permisos relativos a obras civiles necesarias para redes de alta 
o muy alta capacidad, con la posibilidad de una única prórroga motivada de un mes. 

Respecto a la exigencia de licencias previas, el artículo 49.9 elimina esta obligación en la mayoría de las 
instalaciones en dominio privado, salvo supuestos específicos relacionados con bienes de interés cultural 
o espacios protegidos. Cuando exista un plan de despliegue aprobado, tampoco podrá exigirse licencia
previa para instalaciones previstas en él. En dominio público, las Administraciones podrán optar por
sistemas de declaración responsable o comunicación previa. 

El artículo 50.5 establece que cualquier resolución denegatoria o que impida la instalación de 
infraestructuras que cumplan los parámetros técnicos esenciales requerirá un informe previo y preceptivo 
del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, salvo en bienes de interés cultural. 

Finalmente, el artículo 52 regula el acceso de los operadores a infraestructuras susceptibles de alojar redes 
de alta o muy alta capacidad, imponiendo a los sujetos obligados la negociación en condiciones justas, 
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razonables y no discriminatorias. Cualquier denegación deberá motivarse en el plazo máximo de dos meses 
con base en criterios objetivos y proporcionados.  

El Real Decreto 330/2016, de 9 de septiembre, relativo a medidas para reducir el coste del despliegue de las 
redes de comunicaciones electrónicas de alta capacidad, refuerza estas exigencias, estableciendo, entre 
otros aspectos, la obligación de una justificación objetiva de las denegaciones y fijar un plazo máximo de 
cuatro meses para resolver.  

Por último, resulta de aplicación lo expresado en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administración Común de las Administraciones Públicas con respecto a la obligación de resolver 
reconocida en su artículo 21 y sobre el sentido del silencio administrativo, en los casos en los que la 
Administración pública competente no emita resolución en plazo en los procedimientos iniciados a 
solicitud del interesado (artículo 24). 

2.3. Normativa autonómica 

En materia de telecomunicaciones, resulta de aplicación la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de impulso para 
la sostenibilidad del territorio de Andalucía. Su artículo 21.1 incluye entre los usos ordinarios del suelo 
rústico las instalaciones de telecomunicaciones. Según su artículo 40.1.b) el Plan de Ordenación del 
Territorio de Andalucía debe contener, entre otras materias los criterios para “la mejora de […] las 
infraestructuras básicas […] de las telecomunicaciones […]”. En su desarrollo, el artículo 61.2.e), al regular 
los criterios para establecer la ordenación urbanística en relación a las dotaciones del municipio, tanto 
públicas como privadas, incluye el “Establecer redes eficientes de infraestructuras y servicios técnicos y, en 
especial, las de […] telecomunicaciones […]”. Ahondando en la planificación, los diferentes proyectos de 
urbanización, según el artículo 96.2 deben definir los contenidos técnicos de las obras de infraestructuras 
de telecomunicaciones, entre otros servicios. 

2.4. Normativa local 

En el ámbito local, resulta de aplicación el Plan General de Ordenación Urbana del Municipio de Nerja 
aprobado en junio de 1999, así como las diferentes Ordenanza municipales relativas a la concesión de 
licencias y la presentación de declaraciones responsables que puedan estar relacionadas con el asunto 
informado. 

3. ANÁLISIS DE LA CUESTIÓN DESDE LA ÓPTICA DE UNIDAD DE MERCADO 

Con carácter preliminar, debe señalarse que el presente informe se circunscribe a las cuestiones planteadas 
por el informante en relación con la actuación del Ayuntamiento de Nerja, consistente en la supuesta 
inactividad resolutoria de la Administración municipal respecto de su solicitud de aprobación del Plan de 
Despliegue de infraestructuras de red de fibra óptica hasta el hogar (FTTH). 

Asimismo, se recuerda que este Punto de Contacto —al igual que la Secretaría para la Unidad de Mercado 
(SECUM) y la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC)— ha analizado en otros 
expedientes situaciones similares relacionadas con la instalación, modificación o ampliación de 
infraestructuras físicas de comunicaciones electrónicas2. 

2 Expedientes analizados por la SECUM: 
28-0357 TELECOMUNICACIONES – Fibra óptica carreteras. Andalucía.
28-0345 TELECOMUNICACIONES – Canalización de Fibra óptica Vejer de la Frontera.
28-0343 TELECOMUNICACIONES – Despliegue fibra óptica. Motilla del Palancar.
28-0341 TELECOMUNICACIONES – Despliegue de fibra óptica. Teruel.
28-0340 TELECOMUNICACIONES – Despliegue de red de Fibra óptica La Unión. 
Sobre estos mismos asuntos se pueden consultar también otros informes de la SECUM, así como los informes de la CNMC y 
de la ACREA, en su caso. 
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La LGUM3 tiene por objeto establecer las disposiciones necesarias para hacer efectivo el principio de unidad 
de mercado en el territorio nacional, que se fundamenta en la libre circulación y establecimiento de los 
operadores económicos, en la libre circulación de bienes y servicios por todo el territorio español, sin que 
ninguna autoridad pueda obstaculizarla directa o indirectamente, y en la igualdad de las condiciones 
básicas de ejercicio de la actividad económica.  

El artículo 2 de la LGUM determina que su ámbito de aplicación comprende el acceso y ejercicio de 
actividades económicas en condiciones de mercado, siendo aplicable a todos los actos y disposiciones de 
las Administraciones públicas que afecten a dicho acceso o ejercicio. A estos efectos, el Anexo de la Ley, 
apartado b), define el término de «actividad económica» como cualquier actividad de carácter empresarial 
o profesional que suponga la ordenación por cuenta propia de los medios de producción, de los recursos 
humanos, o ambos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o en la
prestación de servicios, quedando excluidas las actividades relativas a la reserva o al ejercicio de
potestades públicas, jurisdiccionales o administrativas, así como la regulación de las relaciones laborales
por cuenta ajena o asalariadas. 

Sobre esta base, la instalación de infraestructuras de redes públicas de comunicaciones electrónicas y la 
prestación de servicios de telecomunicaciones por parte de un operador constituyen actividades 
comprendidas en la LGUM, resultando de aplicación sus principios y disposiciones. 

El presente procedimiento de información, tramitado al amparo del artículo 28 de la LGUM, tiene por objeto 
determinar si la falta de resolución municipal sobre la aprobación del Plan de Despliegue de redes de 
telecomunicaciones, así como los reiterados requerimientos para su tramitación mediante licencia 
urbanística y la exigencia de documentación adicional, pueden suponer un incumplimiento de dicha ley. 
Según el informante, la normativa sectorial aplicable no exige licencia de obras para la aprobación del Plan, 
al no afectar al dominio público ni a bienes de interés cultural, siendo suficiente, una vez aprobado, la 
presentación de una declaración responsable para su ejecución. 

Este análisis no comporta pronunciamiento alguno sobre si la línea de instalación prevista en el Plan de 
Despliegue ocupa dominio público o privado, ni sobre su ubicación en suelo urbanizado o en proceso de 
urbanización, ni sobre cualesquiera otros aspectos propios del ámbito urbanístico. 

Con los datos obrantes en el expediente, esta Agencia ACREA no puede determinar si la actuación 
proyectada se encuadra en alguno de los supuestos que justificarían la exigencia de licencia de obras, si 
bien cualquier decisión en tal sentido deberá motivarse conforme a los principios de necesidad y 
proporcionalidad del artículo 5 de la LGUM. Asimismo, ha de considerarse, igualmente, el principio de 
simplificación de cargas administrativas consagrado en el artículo 7 de la citada norma.  

Conviene destacar que la inactividad administrativa, cuando se traduce en la ausencia de resolución en 
plazo respecto de solicitudes necesarias para el desarrollo de una actividad económica, puede producir 
efectos equivalentes a una restricción del acceso o ejercicio de dicha actividad, por cuanto que impide o 
retrasa su desarrollo efectivo. En consecuencia, dicha inactividad ha de ser analizada a la luz de los 
principios de buena regulación económica consagrados en la LGUM. 

En particular, el artículo 9 de la LGUM exige a todas las autoridades competentes el respeto a los principios 
de no discriminación, cooperación y confianza mutua, necesidad y proporcionalidad, simplificación de 
cargas y transparencia4. Estos principios también se encuentran recogidos en el artículo 49.5 de la LGTel. 

3 Modificada por la Ley 18/2022, de 28 de septiembre, de creación y crecimiento de empresas. 
4 En particular, el artículo 9.2 de la LGUM establece que tales principios deben observarse, entre otros actos y disposiciones, 
en: 
“a) Las disposiciones de carácter general que regulen una determinada actividad económica o incidan en ella. 

15/04/2026

PÁG. 6/10



E
s 

co
pi

a 
au

té
nt

ic
a 

de
 d

oc
um

en
to

 e
le

ct
ró

ni
co

7

En consecuencia, las Administraciones Públicas deben garantizar su cumplimiento especialmente cuando 
sus decisiones incidan directa o indirectamente en el desarrollo de actividades económicas. 

Entre dichos principios, el artículo 5 de la LGUM5 recoge el principio de necesidad y proporcionalidad, en 
cuya virtud cualquier limitación debe estar motivada en la salvaguarda de una razón imperiosa de interés 
general6, establecida en el artículo 3.117 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio (en adelante, Ley 17/2009). La medida adoptada debe ser adecuada a 
la finalidad perseguida y no existir otra alternativa menos restrictiva o distorsionadora para la actividad 
económica. 

Asimismo, el artículo 17.1 de la LGUM8 establece que la exigencia de un régimen de autorización solo podrá 
justificarse cuando concurran los principios de necesidad y proporcionalidad, suficientemente motivados 
en una norma con rango legal. En particular, implica que dicho régimen debe basarse en una razón 
imperiosa de interés general contemplada en el propio precepto y ser proporcionado al fin perseguido, de 

b) Las autorizaciones, licencias y concesiones administrativas, así como los requisitos para su otorgamiento, los exigibles para 
el ejercicio de las actividades económicas, para la producción o distribución de bienes o para la prestación de servicios y aquellas 
materias que versen sobre el ejercicio de la potestad sancionadora o autorizadora en materia económica. 
[…] d) Los actos dictados en aplicación de las disposiciones, requisitos y condiciones mencionados en las letras anteriores, así 
como los procedimientos asociados a los mismos. 
[…] f) Cualesquiera otros actos, resoluciones y procedimientos administrativos que afecten a los operadores económicos”.
5 “Artículo 5. Principio de necesidad y proporcionalidad de las actuaciones de las autoridades competentes. 
 1. Las autoridades competentes que en el ejercicio de sus respectivas competencias establezcan límites al acceso a una
actividad económica o su ejercicio, o exijan el cumplimiento de requisitos para el desarrollo de una actividad, motivarán su
necesidad en la salvaguarda de alguna razón imperiosa de interés general de entre las comprendidas en el artículo 3.11 de la 
Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. 
2. Cualquier límite o requisito establecido conforme al apartado anterior, deberá guardar relación con la razón imperiosa de
interés general invocada, y habrá de ser proporcionado de modo tal que no exista otro medio menos restrictivo o distorsionador 
para la actividad económica. 
3. La necesidad y proporcionalidad de los límites o requisitos relacionados con el acceso y el ejercicio de las profesiones
reguladas se evaluará de conformidad con el Real Decreto 472/2021, de 29 de junio, por el que se incorpora al ordenamiento 
jurídico español la Directiva (UE) 2018/958, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, relativa al test de
proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de profesiones”. 
6 A tales efectos, no basta invocar la existencia de una «razón imperiosa de interés general», sino que ha de acreditarse que la 
actuación o medida concreta resulta adecuada a la finalidad perseguida, y que no existen otras medidas menos restrictivas 
que permitan obtener el mismo resultado de un modo menos gravoso para el desarrollo de la actividad económica. 
7 «Artículo 3.11. «Razón imperiosa de interés general»: razón definida e interpretada por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia 
de las Comunidades Europeas, limitadas las siguientes: el orden público, la seguridad pública, la protección civil, la salud
pública, la preservación del equilibrio financiero del régimen de seguridad social, la protección de los derechos, la seguridad y 
la salud de los consumidores, de los destinatarios de servicios y de los trabajadores, las exigencias de la buena fe en las
transacciones comerciales, la lucha contra el fraude, la protección del medio ambiente y del entorno urbano, la sanidad animal, 
la propiedad intelectual e industrial, la conservación del patrimonio histórico y artístico nacional y los objetivos de la política 
social y cultural». 
8 En particular, este precepto establece que: 
“Se podrá establecer la exigencia de una autorización siempre que concurran los principios de necesidad y proporcionalidad, 
que habrán de motivarse suficientemente en la Ley que establezca dicho régimen. Cuando el régimen de autorización se exija 
por norma comunitaria o tratado internacional las autorizaciones podrán estar previstas en una norma con rango inferior a la 
Ley. Se considerará que concurren los principios de necesidad y proporcionalidad para la exigencia de una autorización: 
[…] b) Respecto a las instalaciones o infraestructuras físicas necesarias para el ejercicio de actividades económicas, cuando 
sean susceptibles de generar daños sobre el medio ambiente y el entorno urbano, la seguridad y la salud pública y el patrimonio 
histórico-artístico, y estas razones no puedan salvaguardarse mediante la presentación de una declaración responsable o de 
una comunicación. 
c) Cuando por la escasez de recursos naturales, la utilización de dominio público, la existencia de inequívocos impedimentos
técnicos o en función de la existencia de servicios públicos sometidos a tarifas reguladas, el número de operadores económicos 
del mercado sea limitado”. 
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modo que estas razones no puedan salvaguardarse mediante una declaración responsable o una 
comunicación. 

Desde la perspectiva de la normativa sectorial en materia de telecomunicaciones, los artículos 44 y 45 de la 
LGTel, reconocen a los operadores el derecho de ocupación tanto de la propiedad privada como del 
dominio público, siempre que ello resulte estrictamente necesario para el despliegue, ampliación o mejora 
de redes públicas de comunicaciones electrónicas y no existan alternativas técnica o económicamente 
viables.  

En este marco, la instalación de infraestructuras subterráneas para una red de fibra óptica hasta el hogar 
puede considerarse comprendida en el ámbito de ese derecho de ocupación, en la medida en que se trata 
de una actuación material vinculada a la continuidad, mantenimiento o mejora del despliegue de la red. 

A ello se suma que las telecomunicaciones constituyen infraestructuras destinadas a un servicio de interés 
general, por lo que la LGTel otorga garantías especiales a los operadores inscritos en la CNMC para facilitar 
el despliegue de las infraestructuras. En particular, el titular del dominio público debe permitir el acceso en 
condiciones objetivas, transparentes, neutrales y no discriminatorias, aplicando de forma homogénea sus 
criterios a todos los operadores. 

Por su parte, el artículo 49 de la citada ley impone a todas las Administraciones públicas la obligación de 
colaborar para facilitar el despliegue de redes, evitando restricciones absolutas o desproporcionadas y 
garantizando procedimientos rápidos, sencillos, eficientes y no discriminatorios. En este sentido, la 
normativa sectorial establece un plazo máximo de cuatro meses para resolver las solicitudes relativas a la 
ocupación del dominio público o a la realización de obras necesarias para el despliegue de redes9. 

A la vista de lo anterior, en el caso que nos ocupa, la ausencia de resolución expresa por parte de la 
autoridad municipal competente respecto de la solicitud de aprobación del Plan de Despliegue de red de 
fibra óptica, una vez transcurridos los plazos máximos legalmente establecidos para resolver, unida a la 
prolongación del procedimiento mediante la emisión sucesiva de informes técnicos desfavorables y 
reiterados requerimientos de subsanación por parte de los servicios técnicos municipales, sin que conste 
que, tras la última aportación de documentación y una vez vencidos dichos plazos, se haya formulado un 
nuevo requerimiento ni dictado resolución expresa, puede constituir un supuesto de inactividad 
administrativa con efectos materialmente restrictivos sobre el ejercicio de la actividad económica. 

En relación con la falta de pronunciamiento, ya se ha señalado que, en la medida en que dicha circunstancia 
impide o retrasa el despliegue de infraestructuras de telecomunicaciones —calificadas legalmente como 
equipamientos de interés general—, la ausencia de una respuesta administrativa dentro de los plazos 
previstos en la normativa sectorial y procedimental aplicable puede suscitar dudas sobre su compatibilidad 
con los artículos 5 y 17 de la LGUM. Ello es así en tanto que, atendidas las circunstancias concurrentes, dicha 
inactividad podría suponer una restricción al desarrollo de una actividad económica sin el respaldo de un 
acto administrativo expreso que permita conocer de manera clara y motivada la posición de la autoridad 
competente. En la práctica, esta situación puede llegar a desvirtuar los mecanismos de intervención 
administrativa previstos por el legislador básico estatal para facilitar el despliegue de redes de 
comunicaciones electrónicas. 

9 En la misma línea, el artículo 8.1 del Real Decreto 330/2016 fija un plazo máximo de cuatro meses para la concesión o 
denegación de permisos y licencias de obras civiles destinadas al despliegue de redes de comunicaciones electrónicas, 
mientras que el artículo 7.5 del Reglamento (UE) 2024/1309 establece igualmente un plazo idéntico de cuatro meses para 
resolver solicitudes de permiso, salvo los derechos de paso.
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Por otro lado, se recuerda que, en aplicación del principio de transparencia regulado en el artículo 8 de la 
LGUM10, los requisitos necesarios para acceder y ejercer una actividad deben ser accesibles.  

Adicionalmente, cuando la Administración pretenda denegar una actuación vinculada al despliegue de 
redes públicas de comunicaciones electrónicas, el artículo 49 de la Ley General de Telecomunicaciones 
exige que dicha decisión se fundamente en la concurrencia de razones imperiosas de interés general —tales 
como la protección del medio ambiente, la seguridad pública o la adecuada ordenación del territorio— y 
que, en su caso, se acompañe de la identificación de alternativas técnica y económicamente viables que 
permitan el ejercicio efectivo del derecho de ocupación reconocido a los operadores. Asimismo, el artículo 
50.5 de la citada ley impone la obligación de recabar un informe previo y preceptivo del Ministerio 
competente cuando la denegación proyectada afecte a instalaciones que cumplan los parámetros técnicos 
esenciales establecidos por la normativa sectorial. 

Por último, y en aplicación del artículo 12 de la LGUM, podría resultar oportuno abordar, en el seno de los 
mecanismos de cooperación interadministrativa —como las conferencias sectoriales—, el análisis de las 
distorsiones que se detectan de forma reiterada en el despliegue de infraestructuras de comunicaciones 
electrónicas. Asimismo, podría valorarse la remisión del asunto a la Comisión Local para la Mejora 
Regulatoria, con el fin de avanzar en la eliminación de obstáculos que afecten al normal desarrollo de este 
subsector. 

4. CONCLUSIONES 

A la luz de lo expuesto, este Punto de Contacto formula las siguientes consideraciones: 

• Cualquier actuación de una Administración pública que suponga una restricción al acceso o
ejercicio de la actividad económica, en los términos del artículo 5 de la LGUM, debe estar motivada 
en la salvaguarda de alguna razón imperiosa de interés general. Además, debe acreditarse su
proporcionalidad, demostrando que no existe otra alternativa menos restrictiva o distorsionadora 
para la actividad afectada. 

• En el presente caso, corresponde al Ayuntamiento de Nerja dictar resolución expresa sobre la
solicitud presentada por el operador, de conformidad con la normativa sectorial y general
aplicable, motivando suficientemente, en su caso, la exigencia de un título habilitante urbanístico 
distinto del previsto por la normativa de telecomunicaciones, con arreglo a los principios de
necesidad y proporcionalidad recogidos en los artículos 5 y 17 de la LGUM. 

• Asimismo, en caso de que la resolución fuera desfavorable, esta deberá estar motivada en la
concurrencia de una razón imperiosa de interés general conforme a la normativa básica estatal en 
materia de telecomunicaciones que justifique la restricción al despliegue de redes públicas de
comunicaciones electrónicas. Además, resultará recomendable que la Administración competente 
identifique y proponga alternativas técnica y económicamente viables que permitan ejercer el
derecho de ocupación sin comprometer la prestación de un servicio calificado como de interés
general. 

• Finalmente, de conformidad con lo previsto en el artículo 12 de la LGUM, podría resultar útil
trasladar a la conferencia sectorial correspondiente el análisis de las eventuales distorsiones
observadas en el despliegue de infraestructuras de comunicaciones electrónicas y en la prestación 

10 Así, el artículo 8 de la LGUM establece:  
“Artículo 8. Principio de transparencia.  
Todas las autoridades competentes actuarán con transparencia para la correcta aplicación de esta Ley y la detección temprana 
de obstáculos a la unidad de mercado. Asimismo, cada autoridad competente se asegurará de que las disposiciones y actos 
recogidos en el artículo 9.2 de esta Ley son fácilmente accesibles, y cumplen lo dispuesto en la Ley 19/2013 de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno”. 

15/04/2026

PÁG. 9/10



E
s 

co
pi

a 
au

té
nt

ic
a 

de
 d

oc
um

en
to

 e
le

ct
ró

ni
co

10

de servicios de telecomunicaciones. También podría valorarse la posibilidad de informar al 
respecto a la Comisión Local para la Mejora Regulatoria de la Conferencia Sectorial para la Mejora 
Regulatoria y el Clima de Negocios. 

Es todo cuanto esta Agencia, en su condición de punto de contacto por parte de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, tiene a bien informar y someter a consideración de esa Secretaría para la 
Unidad de Mercado. 

En Sevilla, a la fecha de la firma digital. 

PUNTO DE CONTACTO PARA LA UNIDAD DE MERCADO EN ANDALUCÍA 
AGENCIA DE LA COMPETENCIA Y DE LA REGULACIÓN ECONÓMICA DE ANDALUCÍA 

El director de la Agencia 

Joaquín Pérez Muñoz 

15/04/2026

PÁG. 10/10


